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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIONES CONSTITUCIONALES / ACCIÓN DE TUTELA / INCIDENTE DE DESACATO / VINCULACIÓN Y SANCIÓN DEL SUPERIOR
INCIDENTE DE DESCATO – Vinculación del superior.
… La manera de vincular al trámite incidental al funcionario, o al particular renuente, consiste en comunicarle que el interesado ha promovido incidente de desacato y requerirlo para que inmediatamente informe sobre el cumplimiento de la respectiva decisión judicial; la respuesta del obligado, como es obvio, debe ser la de haber cumplido la sentencia en los términos en que fue impartida, o que han mediado circunstancias insuperables que le impidieron darle oportuna ejecución. 

El artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 dispone que si el funcionario directamente obligado no ha cumplido la decisión dentro de las 48 horas que le otorga la ley, el Juez del conocimiento se dirigirá al superior y lo requerirá para que lo obligue a cumplirla, sin perjuicio del deber de ordenar la correspondiente investigación disciplinaria contra aquél. Pasadas otras 48 horas con resultados negativos, el Juez procederá a adelantar contra el superior la acción correccional correspondiente y adoptará, directamente, todas las medidas para el cabal cumplimiento del mismo. 

Cuando el Juez de conocimiento del incidente se dirige al superior del responsable para requerirlo con el fin de que exija a éste el cumplimiento del fallo, queda vinculado a la actuación incidental, porque desde ese instante conoce formalmente la renuencia del inferior en acatar el fallo y de la responsabilidad subsiguiente que eventualmente le puede corresponder si no lo hace cumplir o no lo cumple directamente, en los términos del inciso 2º del citado artículo 27. 

Radicación No.:
               66170-31-05-001-2023-00328-01
Proceso:

              Incidente de Desacato 

Accionante:

Diana Milena Betancurt
Accionado:

Nueva EPS
Magistrada Ponente:
Dra. Ana Lucía Caicedo Calderón

Juzgado de Origen: 
Laboral del Circuito de Dosquebradas 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL No. 1

Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón
Pereira, diez (10) de febrero de dos mil veinticinco (2025)
Dentro del término estipulado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, procede la Sala a emitir la decisión correspondiente dentro del trámite de la consulta de la sanción que, mediante auto del 04 de febrero de 2025, impuso el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas a María Lorena Serna Montoya y a Bernardo Armando Camacho Rodríguez, en sus calidades de Gerente Regional Eje Cafetero y Agente Interventor de la Nueva EPS, respectivamente. 
Previamente la Sala, integrada por la suscrita ponente y los restantes Magistrados, aprobó el proyecto elaborado donde se consigna el siguiente:
1. AUTO INTERLOCUTORIO
El a-quo por medio de providencia del 04 de febrero de 2025, impuso como sanción a María Lorena Serna Montoya y a Bernardo Armando Camacho Rodríguez, en sus calidades de Gerente Regional Eje Cafetero y Agente Interventor de la Nueva EPS, respectivamente, dos (02) días de arresto y multa de dos (02) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
Según el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, se envió el expediente a esta Corporación para que se cumpla aquí, por consulta, el control de legalidad de dicha sanción.
2. CONSIDERACIONES
2.1. Del incidente de desacato

La pretensión de quien acciona en tutela ha de dirigirse, fundamentalmente, a obtener una orden judicial que ampare o haga efectivo el goce de un derecho fundamental que ha sido vulnerado o amenazado. 
Producida dicha orden, la aspiración queda colmada y su desacato por el obligado genera una situación de conflicto jurídico que obliga al Juez Constitucional de primer grado a hacer prevalecer la vigencia y efectividad del amparo, la seriedad de la justicia y la obligatoriedad en el acatamiento de las decisiones judiciales, facultándolo para declarar el desacato e imponer las respectivas sanciones.
La manera de vincular al trámite incidental al funcionario, o al particular renuente, consiste en comunicarle que el interesado ha promovido incidente de desacato y requerirlo para que inmediatamente informe sobre el cumplimiento de la respectiva decisión judicial; la respuesta del obligado, como es obvio, debe ser la de haber cumplido la sentencia en los términos en que fue impartida, o que han mediado circunstancias insuperables que le impidieron darle oportuna ejecución. 

El artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 dispone que si el funcionario directamente obligado no ha cumplido la decisión dentro de las 48 horas que le otorga la ley, el Juez del conocimiento se dirigirá al superior y lo requerirá para que lo obligue a cumplirla, sin perjuicio del deber de ordenar la correspondiente investigación disciplinaria contra aquél. Pasadas otras 48 horas con resultados negativos, el Juez procederá a adelantar contra el superior la acción correccional correspondiente y adoptará, directamente, todas las medidas para el cabal cumplimiento del mismo. 

Cuando el Juez de conocimiento del incidente se dirige al superior del responsable para requerirlo con el fin de que exija a éste el cumplimiento del fallo, queda vinculado a la actuación incidental, porque desde ese instante conoce formalmente la renuencia del inferior en acatar el fallo y de la responsabilidad subsiguiente que eventualmente le puede corresponder si no lo hace cumplir o no lo cumple directamente, en los términos del inciso 2º del citado artículo 27. 

Surge de lo anterior que la conducta a seguir por el superior del responsable, una vez requerido, es la de obtener el cumplimiento del fallo de tutela dentro del término que señala la ley con este propósito. La justificación del superior sobre el no cumplimiento del fallo de tutela, que puede ser atendible o no, debe ofrecerse al contestar el requerimiento del Juez de tutela, señalando los hechos en que se funda y aduciendo, si fuere del caso, las pruebas conducentes. 
2.2. Del caso concreto

Para claridad y comprensión de este asunto vale la pena rememorar que, en el presente caso, con sentencia del 15 de agosto de 2023, el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, en amparo de los derechos fundamentales a la salud y vida digna del menor IRB, ordenó a la Nueva EPS, entre otros “a través de su gerente regional eje cafetero, Dra. María Lorena Serna Montoya o quien haga sus veces en el cargo, que garantice el tratamiento integral en favor de Isaac Ruiz Betancurt, respecto del diagnóstico “EPILEPSIA Y SINDROMES EPILEPTICOS IDIOPATICOS RELACIONADOS CON LOCALIZACIONES (FOCALES) (PARCIALES)”, entendiéndose incluidas consultas médicas, exámenes, procedimientos quirúrgicos, suministros de medicamentos, hospitalización y demás servicios de salud requeridos, conforme a las prescripciones que los médicos tratantes efectúen para tal fin, garantizando que para su acceso, no se impongan trabas administrativas que dilaten u obstaculicen el pronto acceso a los mismos”.
El 12 de diciembre de 2024, la accionante allegó escrito incidental, indicando que la entidad no había cumplido con el fallo de tutela proferido el 15 de agosto de 2023, con relación a la entrega de los medicamentos LEVETIRACETAM 100 MG /5ML, LACOSAMIDA SOLUCION ORAL 10 MGRS/CC X 200 ML FRASCO, CARBONATO DE CALCIO 15 G +VITAMINA D3 – archivo 01 carpeta de primera instancia del incidente-.
Por lo anterior, el mismo día, 12 de diciembre de 2024, el Juzgado de origen requirió a María Lorena Serna Montoya —Gerente Regional Eje Cafetero de la Nueva EPS— para cumplir la orden de tutela del 15 de agosto de 2023, otorgándole el término dos (02) días –Archivo 04 carpeta de primera instancia del incidente-.
Ante el silencio de la incidentada y al considerar que no se había cumplido con lo ordenado en sentencia del 15 de agosto de 2023, el a-quo, el 15 de enero de 2025, dispuso requerir a Bernardo Armando Camacho Rodríguez -Agente Interventor de la Nueva EPS- como superior jerárquico de la Gerente Regional Eje Cafetero. Tal requerimiento se efectuó con el objeto de hacer cumplir el fallo de tutela y para que inicie el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquella – archivo 06 carpeta de primera instancia del incidente-. 

El término otorgado al Superior transcurrió en silencio, por lo cual, el 22 de enero de 2025, el Despacho, al considerar que la Gerente Regional Eje Cafetero no había demostrado el cumplimiento del fallo de tutela objeto del presente incidente de desacato y como quiera que, el superior no demostró haber efectuado los requerimientos a la obligada para que cumpliera, ni acreditó haber iniciado el proceso disciplinario; dispuso la apertura del incidente de desacato en contra de los funcionarios de la Nueva EPS, María Lorena Serna Montoya -Gerente Regional Eje Cafetero- y Bernardo Armando Camacho Rodríguez -Interventor-, otorgándoles 02 días para que ejercieran su derecho de defensa y presentaran las pruebas pertinentes -archivo 08 carpeta de primera instancia del incidente-
El 27 de enero de 2025, la Nueva EPS remitió al correo electrónico del Despacho escrito a través del cual indicó que, en aras de satisfacer las pretensiones del menor, inició las acciones administrativas con el fin de programar de manera prioritaria los servicios requeridos, por lo que se contactará con el accionante para darle indicaciones sobre lo que requiere -archivo 10 carpeta de primera instancia del incidente-.

Vencido el término de traslado, mediante proveído del 30 de enero de 2025, el juzgado de conocimiento abrió la etapa de pruebas y decretó como medio probatorio oficiar a la IPS AUDIFARMA para que informara “las razones por las cuales no ha hecho entrega a los padres del menor I.R.B., afiliados a la Nueva EPS, los medicamentos denominados LACOSAMIDA SOLUCIÓN ORAL 10 MGRS/CC X 200 ML FRANSCO y LEVETIRACETAM SOLUCIÓN ORAL 100 MGRS/CC X 300 ML FRASCO, desde el mes de diciembre, según prescripción médica” – archivo 11 carpeta de primera instancia del incidente-. 
Fue con base en el trámite procesal narrado que, por decisión del 04 de febrero pasado, el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas impuso la sanción que ahora se revisa, la cual será confirmada al no existir respaldo documental que dé cuenta del cumplimiento de lo ordenado, de acuerdo con lo siguiente:
De la única comunicación remitida por la EPS, es evidente el incumplimiento de la orden de tutela, toda vez que, a la fecha, sin justificación alguna, no se ha garantizado al menor IRB el suministro de los medicamentos “LACOSAMIDA SOLUCIÓN ORAL 10 MGRS/CC X 200 ML FRANSCO y LEVETIRACETAM SOLUCIÓN ORAL 100 MGRS/CC X 300 ML FRASCO” que fueron ordenados por su médico tratante el 16 de octubre de 2024, por su diagnóstico de epilepsia, mismo frente al cual se ordenó el tratamiento integral en sentencia de tutela del 15 de agosto de 2023.
Y es que, en el trámite incidental, la Nueva EPS se ha limitado a afirmar que se encuentra llevando a cabo todas las gestiones administrativas necesarias, sin siquiera precisar a qué gestiones se refiere y sin exponer un argumento real del por qué le ha sido imposible cumplir con la prescripción farmacológica del 16 de octubre de 2024, sin que la intervención administrativa ordenada mediante Resolución 024160000003012-6 del 03 de abril de 2024 proferida por la Superintendencia de Salud haya implicado la suspensión de los servicios de salud, como para colegir que en la actualidad la Nueva EPS está imposibilitada de cumplir.
Asimismo, tampoco puede ser de recibo que la Nueva EPS pretenda exonerarse de su responsabilidad frente a su afiliado con el direccionamiento a la IPS AUDIFARMA, en el entendido que su obligación implica asegurar la efectiva prestación del servicio, sin imponer al usuario trámites administrativos que han demorado el suministro del medicamento por más de 3 meses, más aún cuando ni siquiera, ante el requerimiento del Juzgado pudo demostrar que haya informado claramente a la madre del menor el trámite a seguir ante la IPS para la entrega del medicamento. Por otra parte, como la IPS AUDIFARMA tampoco dio respuesta al oficio remitido por el Despacho de primera instancia, no hay certeza de que realmente sea esta institución de salud la contratada por la EPS de llevar a cabo el suministro. 
En consecuencia, se confirmará la sanción impuesta por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas a María Lorena Serna Montoya y a Bernardo Armando Camacho Rodríguez, en sus calidades de Gerente Regional Eje Cafetero y Agente Interventor de la Nueva EPS, respectivamente, toda vez que, la primera como funcionaria encargada de acatar la orden y, el segundo como su superior jerárquico, se sustrajeron al cumplimiento los requerimientos judiciales a pesar del respaldo de las garantías procesales y constitucionales respectivas, avalando con esa actitud la decisión adoptada por el Juzgado de conocimiento. 
En este punto debe advertirse que dada la situación administrativa de la Nueva EPS son precisamente los mencionados funcionarios quienes tiene la obligación de garantizar los servicios ordenados en la sentencia del 15 de agosto de 2023, como quiera que con la intervención, la estructura organizacional de la entidad está sujeta a las directrices del interventor designado y las funciones de los gerentes fueron asumidas por aquél, último quien no ha designado a otro funcionario para que se encargue de los trámites constitucionales. 
Por otra parte, tampoco se observa que el interventor hubiese removido de su cargo a la Gerente Regional del Eje Cafetero o que así lo ordenara Resolución 024160000003012-6 del 03 de abril de 2024 y, por ello, la Dra. María Lorena Serna Montoya continúa a cargo del cumplimiento de la sentencia de tutela objeto del presente trámite, mientras que el Agente Interventor tiene la obligación de procurar el cumplimiento por parte de aquella e iniciar el correspondiente proceso disciplinario y, por ello, si bien no es el directo responsable del cumplimiento, sí ha desacatado sus obligaciones. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sanción impuesta por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas a María Lorena Serna Montoya y a Bernardo Armando Camacho Rodríguez, en sus calidades de Gerente Regional Eje Cafetero y Agente Interventor de la Nueva EPS, respectivamente.
SEGUNDO: COMUNICAR a los interesados en la forma prevista por el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: REMITIR la presente actuación al despacho de origen para lo de su cargo.
Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada ponente,

Con firma electrónica al final del documento

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

La Magistrada y el Magistrado, 

Con firma electrónica al final del documento

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Con firma electrónica al final del documento
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